Radicado: 660886000062201400018
Procesado: Diego Fernando Espinosa Marín
Delito: Inasistencia Alimentaria 

Asunto: Modifica sentencia de primera instancia


El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

  Sentencia – 2ª Instancia -12 de septiembre de 2018

Proceso:

  Inasistencia alimentaria- Confirma parcial
           Radicación Nro.:          660886000062201400018

           Procesado:                  Diego Fernando Espinosa Marín

           Magistrado Ponente:   Jairo Ernesto Escobar Sanz

TEMAS:

INASISTENCIA ALIMENTARIA / DEFECTOS EN LA MOTIVACIÓN NO SE CONFIGURÓ/ SENTENCIA DE PRIMER GRADO SE FUNDAMENTÓ EN LA APRECIACIÓN DE TODAS LAS PRUEBAS ALLEGADAS AL PROCESO/ SE ACREDITÓ INCUMPILIMIENTO DEL PROCESADO/ PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL/  MODIFICA LUGAR  DEL CUMPLIMIENTO DE LA PENA BAJO EL REGÍMEN DE PRISIÓN DOMICILIARIA/ 
Además debe decirse que las manifestaciones de la denunciante y del señor Carlos Danilo Roa no fueron desvirtuadas con los testimonios que presentó la defensa, pues la señora Nubia Marín Restrepo no fue precisa en manifestar qué sumas de dinero le había enviado su hijo a la denunciante, al tiempo que las manifestaciones del procesado y de su compañera Jesica Marín en el sentido de que la cuota alimentaria de $70.000 mensuales se había suministrado mes a mes hasta el mes de octubre de 2013, la mayor parte de las veces a través de la firma Apostar, no fue verificada con ningún soporte documental y aun de otorgarse  validez a este aserto, queda claro que entre ese período y el 24 de agosto de 2016, cuando se celebró el juicio oral, el acusado no suministró ninguna suma relevante a su ex compañera para la manutención de su hija, y solo existe evidencia sobre la entrega a su hija de algunas vituallas y un  teléfono celular.
(…)

En ese sentido se entiende que la sentencia de primer grado se fundamentó en la apreciación que hizo el A quo sobre la prueba practicada en el juicio, que  demostraba los hechos que se pueden subsumir en la conducta de inasistencia alimentaria;  ya que de un lado, no hay duda con respecto a la necesidad de la menor TER de recibir el aporte de su padre DFEM, en lo que tiene que ver con alimentos, vestido, educación y recreación y del otro se cuenta con prueba de que para la época de la conciliación antes referida que fue incumplida por el acusado, este  podía atender a la prestación alimentaria en la cuantía pactada con la madre de la citada menor. Por lo cual resulta plausible el argumento del juez de primer grado en el sentido de que el señor DFEM había preferido optar por atender  a las necesidades de los hijos que había procreado con la señora Jesica Lorena Marín, y desatenderse de sus obligaciones con su primogénita, lo cual ponía en evidencia el carácter doloso de su comportamiento y llevaba a concluir que en este caso no se presentó la falencia argumentativa que alega el recurrente en lo tocante a la motivación del fallo de primera instancia.

 (…)

En ese orden de ideas como en el precedente citado se reafirma el carácter excepcional de la privación de la libertad, debe evaluarse una circunstancia puntual c-omo la comparecencia del señor DFEM a las diversas audiencias del proceso,  por lo cual siguiendo los términos de la sentencia C-342 de 2017, al evaluar: “...todas las circunstancias relacionadas con el caso y la conducta desarrollada por el acusado, velando por la integridad de sus derechos fundamentales y la vigencia del principio pro libertate”, se considera que en el presente caso no resulta indispensable ordenar de manera inmediata la privación de la libertad del incriminado, la cual tiene carácter excepcional según el precedente mencionado, por lo cual su eventual detención a efectos de que descuente la pena impuesta, solo se hará efectiva al cobrar ejecutoria la presente decisión. En consecuencia la orden de captura para que el señor DFEM cumpla la pena impuesta, bajo el régimen de prisión domiciliaria solo se expedirá una vez adquiera firmeza esta decisión. Una vez se haga efectivo ese mandamiento, el procesado garantizará la permanencia en su domicilio con caución juratoria, para lo cual suscribirá la diligencia ordenada en el artículo 65 del C.P.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Proyecto aprobado mediante acta Nro. 769 del siete (7) de septiembre de dos mil dieciocho (2018)
Pereira, doce (12) de septiembre de dos mil dieciocho (2018)
Hora: 8:00 a.m. 
	Radicación
	660886000062201400018

	Procesado
	Diego Fernando Espinosa Marín

	Delito
	Inasistencia alimentaria

	Juzgado de conocimiento
	Juzgado Primero Promiscuo Municipal de Belén de Umbría (Risaralda)

	Asunto
	Resolver el recurso de apelación interpuesto en contra del fallo de primera instancia


1. ASUNTO A RESOLVER
Entra la Sala a resolver la apelación interpuesta por el defensor del procesado en contra de la sentencia dictada por el Juzgado Primero Promiscuo Municipal de Belén de Umbría (Risaralda) el día 12 de septiembre del año 2016, mediante  la cual se condenó al señor Diego Fernando Espinosa Marín a la pena principal de 32 meses de prisión y multa de 20 SMLMV por el  delito de inasistencia alimentaria.
2. ANTECEDENTES

2.1 El supuesto fáctico del escrito de acusación es el siguiente:
“La señora RAMÍREZ JIMÉNEZ CLAUDIA PATRICIA formuló denuncia penal el día 13 de enero de 2014, en contra del señor ESPINOSA MARÌN DIEGO FERNANDO por el delito de inasistencia alimentaria, donde informa a la Fiscalía que el padre de su hija, la menor ESPINOSA RAMÍREZ TANIA (T.E.R. 11 AÑOS), se viene sustrayendo de su obligación de alimentos que le debe legal y moralmente a sus hijos, de acuerdo a la denuncia formulada por la señora RAMÍREZ JIMÉNEZ CLAUDIA PATRICIA, esto viene sucediendo desde el mes de octubre de 2013.”
2.2 La audiencia de formulación de imputación se llevó a cabo el 28 de septiembre de 2015 en el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Belén de Umbría (Risaralda), acto en el cual la FGN le comunicó cargos al señor DIEGO FERNANDO ESPINOSA MARÍN por el delito de inasistencia alimentaria, los cuales no aceptó.
2.3 El Juzgado Primero Promiscuo Municipal de Belén de Umbría (Risaralda) asumió el conocimiento del proceso.  La audiencia de formulación de acusación se practicó el 09 de marzo de 2016 (folios 11-13). La audiencia preparatoria se llevó a cabo el día 03 de mayo de 2016 (folios 15-16). La audiencia de juicio oral se celebró el 24 de agosto de 2016 (folios 18-19). El 12 de septiembre de 2016 se realizó la lectura de la sentencia (folios 38-46).

2.4 El defensor apeló el fallo de primer grado (folios 47-51).
3. IDENTIDAD DEL PROCESADO
Se trata de DIEGO FERNANDO ESPINOSA MARÍN, identificado con cédula de ciudadanía número 18.562.374 expedida en Mistrató (Risaralda), nacido el 25 de enero de 1982 en Belén de Umbría (Risaralda), de profesión agricultor, grado de escolaridad sexto de bachiller, estado civil unión libre, hijo de Nubia y Albeiro. 
4. SOBRE LA DECISIÓN OBJETO DE RECURSO (Sinopsis)

· En la audiencia de juicio oral, mediante las pruebas testimoniales y el acta de conciliación, se probó que el procesado había incurrido de manera reiterada en la conducta de sustraerse de las obligaciones alimentarias contraídas con su hija T.E.R; sin que existiera ninguna causal de justificación para que el señor Espinosa Marín no cumpliera con sus deberes filiales.
· Pese a la difícil situación económica que viven la mayoría de las familias que residen en el campo colombiano, se tuvo en cuenta que el procesado se hizo cargo de la obligación de atender tres hijos propios que tiene con su actual compañera y uno que no es suyo; por lo cual no se explicaba por qué razón no cumplió con la prestación alimentaria con la hija que tuvo con la señora Claudia Patricia Ramírez.
· Al incriminado, antes de que conviviera con su nueva pareja -con la cual procreó tres hijos- se le había iniciado un proceso de inasistencia alimentaria por adeudar la suma de $3.800.000, misma que le fue condonada por la señora Ramírez con el fin de que no se le procesara y pudiera cumplir sus obligaciones con la menor TER. Además, al señor Espinosa se le rebajó la cuota alimentaria de $120.000 a $70.000; la cual cumplió solo por algunos meses, luego de lo cual se desatendió de esa obligación.
· Lo anterior, demostraba una tendencia reiterada del acusado de sustraerse al pago de las obligaciones alimentarias contraídas con su hija mayor.
· Si bien es cierto que la defensa alegó que habían existido pagos parciales por parte del acusado -sobre todo en el año 2013-, ese cumplimiento parcial no justificaba el sustraerse de sus deberes alimentarios por el resto del tiempo en que el acusado incurrió en esa conducta omisiva, puesto que sobre ese período no se probó la existencia de ninguna circunstancia que justificara tal comportamiento

· No resultó de recibo la alegación según la cual, la madre de la víctima se negaba a recibir algunos regalos o pequeñas sumas de dinero que el señor Espinosa le llevaba a su hija; ya que esos actos tampoco justificaban que no hubiera cumplido con las cuotas pactadas que  estaban fijadas en la suma de $ 70.000 mensuales.
· La conducta investigada se adecuó al tipo del artículo 233 inciso segundo del C.P. y su componente de antijuridicidad estaba determinado por la vulneración de derechos de una menor de edad,  que tienen rango prevalente según el artículo 44 de la Constitución Política de Colombia.
· A su vez, se comprobó que la conducta omisiva fue realizada de manera intencional por el procesado, pues es una persona que trabaja pero destina sus ingresos a atender las obligaciones que tiene con sus otros hijos, sin cumplir sus deberes filiales con la menor TER; por lo cual no resultaba justificado que hubiera preferido proveer la alimentación de los hijos que tiene con su compañera actual,  desatendiendo así sus deberes filiales con la citada menor.

· Al realizar el ejercicio de dosimetría penal, el juez de primer grado le impuso al procesado una pena de 32 meses de prisión.
· En lo que atañe a los subrogados penales, consideró que pese a que se satisfacía el requisito objetivo del artículo 63 del C.P. no se cumplía el componente subjetivo de esa norma, ya que al hacer un juicio sobre la personalidad del sentenciado, sus antecedentes personales sociales y familiares, la modalidad y gravedad de delito y las circunstancias propias de comisión del mismo; se podía deducir que su intención había sido la de no atender a sus deberes filiales haciendo promesas incumplidas y pidiendo reducciones de la cuota alimentaria que se había fijado, pese a lo cual nunca cumplió con su pago. Lo anterior, demostraba la voluntad de incurrir en la violación de la norma de mandato establecida en el artículo 233 del C.P., ya que no se evidenció por parte del procesado ningún interés en resarcir el daño causado a la víctima, quien tiene una protección reforzada en virtud del artículo 44 de la Constitución, fuera de que en este caso concurría la prohibición del numeral sexto del artículo 193 del CIA, por lo cual no se podía otorgar el subrogado de la  condena de ejecución condicional.

5. SOBRE EL RECURSO PROPUESTO
5.1 DEFENSOR – Recurrente (Sinopsis)

· Hizo referencia inicialmente al deber de motivación de las decisiones judiciales,  de acuerdo a los artículos 139,162 y 381 del C.P.P.

· En ese sentido, consideró que la sentencia contenía una motivación incompleta y deficiente, ya que el juez de conocimiento omitió exponer las razones de orden probatorio del fallo e hizo una referencia mediana a los fundamentos jurídicos en los cuales sustentó su decisión, sin identificar las causas en las que ella se sustentaba.

· Señaló que no se hizo un estudio de la evidencia para  determinar por qué razón el material probatorio aducido al proceso permitía dictar una  sentencia de condena en contra del procesado y por ello solicitó que se decretara la nulidad del fallo de primer grado, al existir un error in procedendo.
5.2 INTERVENCIONES DE NO RECURRENTES
5.2.1 APODERADA DE LA VÍCTIMA (No recurrente)

· En lo esencial consideró que se debía confirmar la sentencia de primer grado y no decretar la nulidad invocada por la defensa, ya que el juez hizo un estudio correcto de la prueba practicada en el juicio que lo llevó al convencimiento de que el acusado era responsable de la conducta de violación del artículo 223 del C.P., situación que fue acreditada debidamente en el juicio ya que se comprobó que el señor Espinosa tenía capacidad laboral para brindarle alimentos a los otros hijos que tenía con su actual compañera e incluso a un hijo de esta; pero se sustrajo de manera injustificada al cumplimiento de sus deberes frente a su primogénita TER.

5.2.2 DELEGADO FGN (No recurrente)

· Señaló que no le asistía razón al defensor al invocar la nulidad de la actuación, ya que el fallo de primera instancia se basó en el examen que hizo el juez de conocimiento sobre la prueba presentada por la FGN y la defensa en el juicio oral, donde se demostró el reiterado incumplimiento del procesado en el suministro de alimentos a su hija TER; por lo cual debe tenerse en cuenta que el acusado en varias oportunidades manifestó su deseo de cancelar la deuda atrasada que tenía por concepto de cuotas alimentarias para con su hija -con el fin de a buscar un resultado más favorable a sus intereses- pero se comprobó que eso no sucedió, ya que no pagaba las cuotas mes a mes y ello incrementaba su monto, lo cual significó que el señor Espinosa actuó de manera dolosa y consciente en lo relativo a la violación de la norma de mandato que le imponía la prestación económica en favor de su hija TER, por lo cual pidió que se confirmara el fallo primer grado.

6. CONSIDERACIONES LEGALES
6.1 Competencia

Esta Colegiatura tiene competencia para conocer del recurso propuesto, en atención a lo dispuesto en los artículos 20 y 34.1 de la Ley 906 de 2004.

6.2 Problema jurídico a resolver
En atención a la argumentación del recurrente y al principio de limitación de la segunda instancia,  se debe decidir si en el caso sub examen, se debe decretar la nulidad del fallo de primera instancia por falta de motivación del mismo.

6.3 Frente a esta solicitud del apelante, hay que manifestar que si se examina el fallo recurrido se advierte que el juez de primer grado hizo una valoración de la prueba documental incorporada al juicio con la señora Claudia Patricia Rodríguez, que consistió en el registro civil de nacimiento de la menor TER
 a efectos de probar que el acusado era el padre de la citada; de lo pactado en la audiencia de conciliación efectuada el 25 de enero de 2010 ante el Juzgado 2º Promiscuo Municipal de Belén de Umbría, donde el procesado se obligó a suministrar una cuota alimentaria en cuantía de $120.000 mensuales en favor de su hija a partir del mes de febrero de ese año y dos cuotas extras cada una por $60.000 en los meses de junio y diciembre de cada año, valor que sería incrementado conforme al aumento del SMLMV para cada año, acuerdo que no fue cumplido. Por lo cual la señora Ramírez formuló denuncia el 13 de enero de 2014
, donde expuso que desde el año 2009 el señor Diego Fernando Espinosa Marín (en lo sucesivo DFEM) solamente le había entregado cuatro (4) cuotas por valor de $70.000 y que desde el mes de octubre del año 2013 se había desatendido totalmente de esa obligación.

Igualmente el juez de primer grado se refirió a los siguientes aspectos en su fallo: i) hizo referencia al marco legal de su decisión con base en los artículos 42 y 44 al 48 de la C.P., y a las normas que hacen parte del “Bloque de Constitucionalidad”, como la Convención sobre Derechos del Niño, el artículo 25 de la Declaración Universal de Derechos Humanos y la Convención Americana sobre Derechos Humanos, lo mismo que a los artículos  233-2 del C.P. y los artículos 192 y 193 del CIA; ii) examinó los elementos de tipicidad, antijuridicidad y culpabilidad que conforman la triada de la conducta punible en relación con el tipo de omisión propia atribuido al procesado; iii) expuso que de la valoración de las pruebas practicadas en el juicio como el acta de conciliación que con la denunciante se ingresó al proceso, se había probado más allá de toda duda que el señor DFEM se había sustraído de manera reiterada al cumplimiento de sus deberes filiales con su  hija TER; iv) consideró que no estaba probada ninguna causal que justificara el comportamiento omisivo atribuido al procesado; v) estimó que en el caso en estudio se debía tener en cuenta una circunstancia especial, consistente en el hecho de que si el procesado había tenido la forma de atender al sostenimiento de su familia actual, que estaba conformada por su compañera, tres hijos habidos de esa relación y uno que era de la señora Jesica Marín, no se entendía cuál era la razón para que no atendiera sus obligaciones alimentarias con la menor TER; vi ) hizo referencia a la prueba derivada del testimonio de la señora Claudia Patricia Ramírez (denunciante) sobre la persistencia en la conducta omisiva de negarse a prestar alimentos a su hija, pese a la condonación que le había hecho la madre de la menor por deudas alimentarias anteriores a su denuncia por valor de $3.800.000 y a la rebaja que se le hizo de la cuota fijada en la audiencia de conciliación de $120.000 a $70.000, pese a lo cual el señor DFEM persistió en su inacción ya que solo pagó algunas de esas mesadas en el año 2013, sin que hubiera satisfecho esa prestación en los años siguientes, que no se podía suplir con la oferta de cantidades mínimas de dinero o la entrega de comestibles a su hija o de un celular; viii) concluyó que el acusado había actuado de manera dolosa, motivado por el desamor, optando por atender a su nueva pareja y a los hijos concebidos con ella, en desmedro de los derechos de su primogénita, por lo cual concluyó que se reunían los requisitos del artículo 381 de C.P.P. para dictar una sentencia condenatoria en contra del procesado, por la violación del artículo 233 del CP y ix) el A quo realizó correctamente el ejercicio de dosimetría penal que lo llevó a fijar la sanción corporal en 32 meses de prisión y analizó los componentes objetivo y subjetivo del artículo 63 del C.P. y las restricciones establecidas en el CIA, para negar el subrogado de la condena condicional al procesado.

6.4 En consecuencia no se avizora que el fallo recurrido carezca totalmente de motivación como lo expone el recurrente y por el contrario resulta conforme a la prueba practicada en el juicio, como el testimonio de la señora Claudia Patricia Ramírez Jiménez -madre de la menor TER- del cual se desprende en lo esencial lo siguiente: i) antes de formular denuncia en contra del señor DFEM, este venía incumpliendo la obligación alimentaria con su hija; ii) la cuota alimentaria fue fijada en el año 2013 y fue reducida de $120.000 a $70.000; iii) le había retirado una demanda cuando DFEM adeudaba $3.980.000, con la creencia de que el procesado iba a cumplir dicha suma de $70.000, cuyo pago solamente hizo en una oportunidad aunque luego leyó lo que expuso en su denuncia en el sentido de que había recibido el pago de cuatro (4) cuotas por parte del padre de su hija; iv) su actual compañero llamado Carlos Danilo Roa Ramírez, es el que se ha encargado de la manutención de la menor TER, desde que esta tenía 4 años de edad.

Debe manifestarse que el señor Carlos Danilo Roa Ramírez, compañero de la denunciante fue claro al expresar que le ha correspondido atender los gastos de la niña TER, hija de su compañera Claudia Patricia Ramírez, en lo relativo a su lugar de habitación, comida y estudio, ya que el señor DFEM no le colaboraba en nada a la señora Claudia para el sostenimiento de su hija.
6.5 Además debe decirse que las manifestaciones de la denunciante y del señor Carlos Danilo Roa no fueron desvirtuadas con los testimonios que presentó la defensa, pues la señora Nubia Marín Restrepo no fue precisa en manifestar qué sumas de dinero le había enviado su hijo a la denunciante, al tiempo que las manifestaciones del procesado y de su compañera Jesica Marín en el sentido de que la cuota alimentaria de $70.000 mensuales se había suministrado mes a mes hasta el mes de octubre de 2013, la mayor parte de las veces a través de la firma Apostar, no fue verificada con ningún soporte documental y aun de otorgarse  validez a este aserto, queda claro que entre ese período y el 24 de agosto de 2016, cuando se celebró el juicio oral, el acusado no suministró ninguna suma relevante a su ex compañera para la manutención de su hija, y solo existe evidencia sobre la entrega a su hija de algunas vituallas y un  teléfono celular.
6.6 En ese sentido se entiende que la sentencia de primer grado se fundamentó en la apreciación que hizo el A quo sobre la prueba practicada en el juicio, que  demostraba los hechos que se pueden subsumir en la conducta de inasistencia alimentaria;  ya que de un lado, no hay duda con respecto a la necesidad de la menor TER de recibir el aporte de su padre DFEM, en lo que tiene que ver con alimentos, vestido, educación y recreación y del otro se cuenta con prueba de que para la época de la conciliación antes referida que fue incumplida por el acusado, este  podía atender a la prestación alimentaria en la cuantía pactada con la madre de la citada menor. Por lo cual resulta plausible el argumento del juez de primer grado en el sentido de que el señor DFEM había preferido optar por atender  a las necesidades de los hijos que había procreado con la señora Jesica Lorena Marín, y desatenderse de sus obligaciones con su primogénita, lo cual ponía en evidencia el carácter doloso de su comportamiento y llevaba a concluir que en este caso no se presentó la falencia argumentativa que alega el recurrente en lo tocante a la motivación del fallo de primera instancia.
6.7 En ese sentido se cita CSJ SP del 6 de octubre de 2016, radicado 42039 donde se dijo lo siguiente:

(…) A través de doctrina decantada por años con apego a supuestos de raigambre constitucional y desarrollo legal, ciertamente la Corte ha sentado un marco teórico general de acuerdo con el cual emerge como un imperativo que las decisiones judiciales deben tener una completa y razonada motivación, dado que su ausencia puede poner en riesgo garantías fundamentales tales como el debido proceso y el derecho de defensa. De ahí que, si se pretende erigir en causal de nulidad falencias de este orden, resulta por manera insuficiente que dicho sustento tenga por simple argumento las expectativas que el sujeto procesal tiene sobre sus propuestas, máxime si las respuestas dadas son adecuadas al planteamiento jurídico o probatorio que se ha hecho, o cuando inexorablemente por el contenido de los fundamentos de la sentencia, no puede existir ningún efecto distinto que entender lógicamente desaprobadas las proposiciones de los sujetos procesales o el propio contenido de sus impugnaciones. De ahí que, a pesar de exaltar el valor de garantía superior que tiene la dialéctica surgida entre los argumentos expuestos por los sujetos procesales y la respuesta que correspondientemente debe dárseles en la sentencia y sin pretensiones de agotar hasta sus últimas consecuencias los parámetros de referencia a considerar en la valoración de cada caso, reiteradamente se hace notar la precariedad en los alegatos esbozados que propugnan por una aparente ausencia de respuesta cuando realmente encubren una disparidad de criterio o valorativa, toda vez que esta clase de censuras sólo pueden tener una material justificación en aquéllas hipótesis en que hay una completa y absoluta falta de consideración de las razones alegadas o los motivos del disenso, o si la dada es en tal forma incomprensible que conspire contra el ejercicio del contradictorio, exclusivo ámbito en que se hace viable sostener vulnerado el debido proceso y eventualmente el derecho de defensa, aspectos todos recogidos por la doctrina de la Sala dentro de las categorías de motivación ausente, incompleta o deficiente, ambivalente o dilógica y falsa o sofística” (subrayas ex texto).
6.8 En consecuencia se concluye que en virtud del análisis que hizo el A quo, no resulta posible predicar una falta de motivación del fallo recurrido y al no haber presentado el recurrente alguna argumentación complementaria para controvertir la sentencia de primera instancia, se impone la conformación de la decisión recurrida.

7. DECISIÓN OFICIOSA SOBRE MODIFICACION DEL LUGAR DE CUMPLIMIENTO DE LA PENA IMPUESTA AL PROCESADO
7.1 En este  caso el juez de conocimiento le negó al señor DFEM el subrogado  de la condena de ejecución condicional, con base en las razones examinadas en el apartado número 4 de esta decisión.
7.2 Sin embargo, resulta necesario hacer un análisis especial sobre la decisión del A quo en ese sentido, por las siguientes razones:

7.2.1 Los artículos 193-6 y 199 del C.I.A, son normas especiales que se encuentran dentro del título II capítulo único de ese estatuto denominado “Procedimientos especiales cuando los niños, las niñas o los adolescentes son víctimas de delitos”, lo que determina el componente teleológico de esas disposiciones.
7.2.2 Al no existir ninguna norma posterior que hubiera modificado de manera más favorable el artículo 193-6 de la Ley 1098 de 2006, se impondría la aplicación de esa regla al caso sub examen, que prohíbe la concesión del subrogado previsto en el artículo 63 del C.P: “…cuando los niños, las niñas o los adolescentes sean víctimas del delito, a menos que aparezca demostrado que fueron indemnizados.”.
7.2.3 Sobre el tema hay que mencionar que en decisión de esta Colegiatura del 1º de marzo de 2017, M.P. Jorge Arturo Castaño Duque, dentro del proceso adelantado contra el ciudadano Leonardo Fabio Gil Ospina, por el delito de “inasistencia alimentaria”, se dijo lo siguiente:

“(…) Debe indicarse que el artículo 63 C.P. -modificado por el artículo 29 de la Ley 1709/04- señala los presupuestos necesarios para la concesión de tal beneficio, entre ellos: que la pena impuesta sea inferior a los cuatro (4) años de prisión, carencia de antecedentes, que no se trate de uno de  los delitos descritos en el inc. 2 art. 68A C.P. y de haber sido condenado por delito doloso dentro de los cinco (5) años anteriores, se establezca que los antecedentes personales, sociales y familiares del sentenciado sean indicativos de que no existe necesidad de hacer efectiva la pena. No obstante el numeral 6° del art. 193 del Código de Infancia y Adolescencia consagra una prohibición en cuanto al otorgamiento de la suspensión condicional cuando son víctimas menores de edad y no han sido reparados.
En este caso, se evidencia de conformidad con lo arrimado a la actuación, que por parte del señor GIL OSPINA no se ha cumplido con tal exigencia legal, en tanto no obra elemento probatorio alguno que predique que el mismo haya indemnizado los perjuicios ocasionados con la ilicitud a su menor hijo.

Frente a la referida prohibición normativa, por parte de esta Corporación se había optado por su no aplicación, al considerar que: (i) se trata de una norma general, y respecto al tema existe en el mismo Código de Infancia y Adolescencia una disposición que regula de manera específica la prohibición de beneficios y mecanismos sustitutivos -art. 199-, donde no se incluye la inasistencia alimentaria; (ii) de conformidad con lo reglado en el art. 102 C.P.P., modificado por el art. 86 de la Ley 1395 de 2010, el incidente de reparación integral se adelanta una vez se encuentre en firme la sentencia condenatoria, circunstancia que no hace posible proferir condena de perjuicios en primera instancia para efectos de determinar las consecuencias civiles del delito; y (iii) en procura del interés del menor, ya que la privación efectiva de la libertad de su ascendiente dificultaría aún más la posibilidad que éste cumpliera con sus exigencias alimentarias.

No obstante lo anterior, la Sala en pretérita decisión
, con ponencia de quien actualmente ejerce igual función, recogió tal postura, en tanto de cara al tema ya existe pronunciamiento del órgano de cierre en materia penal en el cual se analizó concretamente la negativa de un funcionario judicial de conceder la suspensión condicional de la ejecución de pena conforme la prohibición contenida en la Ley 1098/06, habiéndose alegado la aplicación favorable de la Ley 1709/14 que no contempla dicha restricción. Allí la Alta Corporación tuvo ocasión de sostener que la indemnización a la víctima comporta un requisito adicional a los previstos en el Código Penal para acceder a ese subrogado penal, y que por ningún motivo puede ser omitido. Al respecto expresamente se señaló:

“[…] La Ley de infancia y adolescencia […] fija una serie de prohibiciones y condicionamientos frente a figuras como la prisión domiciliaria, la suspensión condicional de la ejecución de la pena, el principio de oportunidad, las rebajas de pena, todas ellas encaminadas a reprochar con mayor severidad las acciones delictivas que atentan contra los derechos de los niños, niñas y adolescentes.

[…] Resulta claro para la Sala que el cargo propuesto por el demandante no corresponde a la sucesión de normas, ni a la vigencia de la ley en el tiempo, puesto que los preceptos que refiere regulan problemas jurídicos diferentes, tienen objetos distintos que no se excluyen entre sí, además que se trata de disposiciones vigentes, las cuales pueden aplicarse al mismo asunto siempre que se trate de delitos cometidos contra un menor de edad en donde no se hubiere indemnizado el daño, con la consecuencia de que no se suspenderá condicionalmente la ejecución de la pena de prisión, es decir, aun concurriendo las exigencias previstas en el artículo 63 del Código Penal, modificado por el art. 29 de la Ley 1709 de 2014, la concesión de dicho subrogado penal debe estudiarse de la mano de las normas que propenden por la protección de los derechos del menor que ha sido víctima de una conducta punible y siempre estará supeditado a la indemnización del menor.

[…] La Sala ha verificado que el ad quem no incurrió en la aplicación indebida de la normas que regulan la suspensión condicional de la pena cuando la víctima es menor de edad, como acontece en el presente caso, habida cuenta que la indemnización a la víctima comporta un requisito adicional a los previstos en el Código Penal para acceder a ese subrogado penal, el cual se justifica en la protección prevalente y reforzada de los derechos de los niños, niñas y adolescentes”. 
  
Bajo ese entendido, considera la Sala que no hay lugar por tanto a desconocer bajo ningún punto de vista esa norma de prohibición, y por lo mismo se torna imperioso dar cabal aplicación al precepto que supedita la concesión del subrogado de la condena de ejecución condicional a la indemnización integral de la víctima menor de edad.

Así las cosas, estima el Tribunal que en efecto no es procedente el otorgamiento del referido subrogado si no se cumple ese requisito sine qua non en cada caso concreto, y en tal sentido fue atinada la determinación adoptada por la funcionaria a quo.

No obstante y como quiera que por encontrarnos frente a una conducta que atenta contra la familia y que en efecto -como así lo indicó el recurrente-, una medida de prisión intramural dificultaría aún más el acatamiento del deber alimentario al que está obligado el señor  LEONARDO FABIO GIL OSPINA con su pequeño hijo, se hace necesario estudiar la aplicación de una medida menos restrictiva como lo sería el caso de la prisión domiciliaria.

Al respecto, el canon 38B C.P. establece como requisitos para la concesión de la internación en el domicilio los siguientes: (i) que la sentencia se imponga por conducta punible cuya pena mínima prevista en la ley sea de ocho años de prisión o menos; (ii) que no se trate de uno de los delitos incluidos en el artículo 68 A C.P.; (iii)  que se demuestre el arraigo familiar y social del condenado, y (iv) que se garantice mediante caución el cumplimiento de determinadas obligaciones.

En el presente asunto se tiene que: (i) el señor LEONARDO FABIO GIL OSPINA ha sido sentenciado a la pena de 32 meses de prisión, por lo cual funge claro que el requisito objetivo se encuentra plenamente demostrado; (ii) no obra en su contra sentencia condenatoria alguna; (iii) el punible de inasistencia alimentaria por el cual se sanciona no es de aquellas que aparecen relacionadas en el canon 68A C.P. , e igualmente (iv) se aprecia que el mismo tiene arraigo, ya que vive en el municipio de Dosquebradas (Rda.) donde labora en un Minimercado.

En ese sentido considera la Sala que el sentenciado cumple a cabalidad las exigencias contempladas en la referida normativa para ser acreedor a la prisión domiciliaria, máxime que ésta, en sentir de la Corporación, se convierte en la medida más adecuada e idónea en aras de salvaguardar los intereses de las menores víctimas, pues resulta más conveniente otorgarle ese beneficio en tanto el mismo luego de acreditar los requisitos para ello podrá solicitar al juez que vigile la pena permiso para trabajar, y tal situación le permitirá por lo menos reparar económicamente el daño que ha generado con su omisión hasta el día de hoy, y cumplir cabalmente con la cuota alimentaria para con su descendiente hacia el futuro.

Al respecto, la Corte Suprema de Justicia, en torno a la concesión de la prisión domiciliaria a un ciudadano condenado por igual conducta a la que ahora es objeto de estudio, indicó:

“[…] Desde una perspectiva constitucional, el cumplimiento de la prisión en el domicilio en el presente caso es la modalidad de ejecución de la pena que de mejor manera se acopla con la máxima de garantizar el interés superior del menor (art. 44 inc. 3º de la Const. Pol.).

[…] En esos términos, una comprensión meramente retributiva de la sanción penal, sesgada por la absoluta preponderancia de la prisión, conlleva a limitar las posibilidades fácticas de garantizar los derechos del menor víctima a recibir alimentos. El encarcelamiento del padre infractor lejos está de facilitar la adquisición de los medios económicos para reparar los perjuicios causados con su conducta y cumplir a futuro con la obligación alimentaria.

[…] En ese entendido, la prisión domiciliaria se ofrece como un mecanismo más idóneo: con la emisión de la sentencia condenatoria se satisface automáticamente el fin de prevención general positiva, estabilizándose así la infracción de la norma y transmitiéndose la censura institucional a la conducta del condenado. Así mismo, innegablemente opera la retribución justa, por cuanto la ejecución de la pena en el domicilio constituye una efectiva restricción de la libertad personal del sentenciado, cuya menor intensidad se justifica en la relativa gravedad menor del delito y en las anteriores consideraciones de cara a la situación de los menores de edad.
De otro lado, la prevención especial se encuentra igualmente realizada. En su aspecto negativo, por cuanto el penado habrá de permanecer privado de su libertad en el domicilio a condición de cumplir a cabalidad las condiciones impuestas judicialmente, so pena de verse revocada la sustitución de la ejecución de la pena y reactivarse la reclusión carcelaria ante un incumplimiento. Expresado metafóricamente, sobre el sentenciado pesa una especie de espada de Damocles, que lo conmina a cumplir efectivamente las condiciones para la sustitución, evitando la reincidencia delictiva para así evitar el cumplimiento de la pena en prisión. Igualmente, se satisface la prevención especial positiva, en tanto la evitación de la reclusión carcelaria es más compatible con la resocialización. (Subrayas ex texto)
Sobre este último particular, importa destacar que, en el transcurso del cumplimiento de la pena en el domicilio, el penado podría solicitar al juez de ejecución de penas y medidas de seguridad un permiso de trabajo, y de esa manera poder reparar los perjuicios y cumplir con sus obligaciones alimentarias (art. 38 D inc. 3º del CP).” 
 

7.2.4 En el caso sub lite, resulta evidente que en aplicación del artículo 193-6 del C.I.A., (que no está deferido a la jurisprudencia vigente sobre la materia), el señor DFEM no podía ser  beneficiado con la condena de ejecución condicional al no estar demostrado que hubiera cancelado el valor de los perjuicios causados  a la víctima, es decir a su hija TER,  pero deberá cumplir la pena impuesta bajo la figura de prisión domiciliaria, tal y como se expuso en la decisión de esta Sala que se citó en el apartado anterior, frente a lo cual le queda la posibilidad de hacer ese pago, para acceder al subrogado previsto en el artículo 63 del CP.
7.2.5 Finalmente debe decirse que por la situación particular del señor DFEM, no resulta aplicable lo dispuesto en CSJ SP del 15 de noviembre de 2017, radicado 49712, donde se concedió el subrogado previsto en el artículo 63 del C.P. a una persona sentenciada por la violación del artículo 233 del C.P., ya que el contexto fáctico del caso analizado en esa decisión, tenía que ver con un  procesado que pese a haber sido sentenciado por la violación de esa norma de mandato, se encontraba cumpliendo con sus deberes alimentarios para la fecha de sustentación del recurso de casación, según se infiere de las consideraciones de esa providencia, en cuyos apartes relevantes se dijo lo siguiente:

“(...) Cargo segundo.
Esta censura se relaciona con la interpretación y aplicación del artículo 193-6 de la Ley 1098 de 2006 o Código de la Infancia y la Adolescencia, que es del siguiente tenor:

Criterios para el desarrollo del proceso judicial de delitos en los cuales son víctimas los niños, las niñas y los adolescentes víctimas de los delitos. Con el fin de hacer efectivos los principios previstos en el artículo anterior y garantizar el restablecimiento de los derechos, en los procesos por delitos en los cuales sean víctimas los niños, las niñas y los adolescentes la autoridad judicial tendrá en cuenta los siguientes criterios específicos:

(…) 6. Se abstendrá de aplicar el principio de oportunidad y la condena de ejecución condicional cuando los niños, las niñas o los adolescentes sean víctimas del delito, a menos que aparezca demostrado que fueron indemnizados.

(…) La disposición que antecede contiene un mandato que le impide al juzgador aplicar el principio de oportunidad y el subrogado de la condena de ejecución condicional cuando el beneficiario de esos institutos no haya indemnizado los perjuicios ocasionados a los menores que sean víctimas del delito por el que se procede.

Pese al carácter general e imperativo de la norma en cuestión, cabe acotar que en la exposición de motivos de la actual Ley 1098 de 2006 solamente se hizo referencia, en el acápite correspondiente a “Los niños y las niñas víctimas de delitos”, a la deuda que el país tenía “(…) con los niños y las niñas que son víctimas de los vejámenes más atroces (…)”como razón de ser de la implementación de medidas como la examinada (Gaceta del Congreso n.° 551 del 23 de agosto de 2005, página 31). E, indudablemente, dentro de la categoría aludida no se inscribe el delito de inasistencia alimentaria.

Pues bien, teniendo en cuenta esa situación, que en el evento en examen el procesado, según lo informó su defensor en la audiencia de sustentación, sin ser objetado por la Fiscalía o la representación judicial de las víctimas, actualmente está satisfaciendo cumplidamente su obligación alimentaria y que debe continuar haciéndolo, pues sus hijos en la actualidad tienen 11 y 10 años de edad, la Sala encuentra razonable permitirle acceder al sustituto previsto por el artículo 63 del Código Penal.

Lo anotado, para no terminar tanto el acceso que hoy tiene Leonardo Iván Agudelo Hernández a una fuente de ingresos, imposibilitándole hacia el futuro el cumplimiento de la obligación alimentaria, como el contacto regular que mantiene con sus hijos, regulado conforme a la separación y al régimen de visitas acordado.

La determinación que se anuncia tiene en cuenta la protección integral de los niños, niñas y adolescentes, esto es, el reconocimiento de que son sujetos de derechos, la garantía del cumplimiento de estos y la prevención de la amenaza o vulneración de los mismos (artículo 7° de la Ley 1098 de 2006), así como también la protección de su interés superior, que obliga a garantizar la satisfacción integral y simultánea de todos sus derechos humanos (artículo 8° ibídem).

En ese orden de ideas, se colige que la privación de la libertad del progenitor de los menores G.A.A.C. y T.M.A.C., dadas las repercusiones que tiene y que se señalaron en precedencia, implica para éstos la afectación de los siguientes derechos consagrados en la Ley 1098 de 2006:

Artículo 17. Derecho a la vida y a la calidad de vida y a un ambiente sano. (…) La calidad de vida es esencial para su desarrollo integral acorde con la dignidad de ser humano. Este derecho supone la generación de condiciones que les aseguren desde la concepción cuidado, protección, alimentación nutritiva y equilibrada, acceso a los servicios de salud, educación, vestuario adecuado, recreación y vivienda segura dotada de servicios públicos esenciales en un ambiente sano.

Artículo 22.Derecho a tener una familia y a no ser separado de ella. Los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a tener y crecer en el seno de la familia, a ser acogidos y no ser expulsados de ella. (…).

Artículo 23. Custodia y cuidado personal. Los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a que sus padres en forma permanente y solidaria asuman directa y oportunamente su custodia para su desarrollo integral. (…).

Artículo 24. Derecho a los alimentos. Los niños, las niñas y los adolescentes tienen derecho a los alimentos y demás medios para su desarrollo físico, psicológico, espiritual, moral, cultural y social, de acuerdo con la capacidad económica del alimentante. Se entiende por alimentos todo lo que es indispensable para el sustento, habitación, vestido, asistencia médica, recreación, educación o instrucción y, en general, todo lo que es necesario para el desarrollo integral de los niños, las niñas y los adolescentes. (…)"
7.2.6 Ahora bien, como en este caso se tiene establecido que el señor DFEM asistió a la audiencia de formulación de imputación, a las audiencias de formulación de acusación, preparatoria y de juicio oral, y el juez de conocimiento defirió la orden de captura contra el procesado al hecho de que la decisión de primer grado adquiriera firmeza, la Sala dará aplicación a lo dispuesto en la sentencia C-342 del 24 de mayo de 2017, de la Corte Constitucional donde se hizo control abstracto del artículo 450 de la Ley 906 de 2004 y se dijo lo  siguiente:

“(...)11.1. La Corte resolvió la demanda formulada por un ciudadano en contra de algunas expresiones contenidas en el artículo 450 de la Ley 906 de 2004, que contiene el Código de Procedimiento Penal, el cual dispone que el juez al momento de dar el sentido del fallo, podrá ordenar la detención del procesado si esta resulta necesaria. El accionante señaló que tales enunciados vulneran el derecho a la libertad personal y algunas de las garantías del debido proceso, como el acceso a la segunda instancia mediante recurso judicial efectivo y la presunción de inocencia. La Sala consideró que es necesario efectuar la integración normativa con la totalidad del artículo demandado, pues de no hacerlo, la eventual declaratoria de inexequiblidad de las expresiones implicaría que los apartes que no fueron acusados perderían la posibilidad de producir efectos jurídicos.

11.2. Como primer asunto la Sala se refirió al amplio espacio de configuración del legislador para regular los procedimientos judiciales, así como los límites del mismo. Señaló que se funda en lo dispuesto por los numerales 1° y 2° del artículo 150 de la Constitución, que consagran la cláusula general de competencia del Congreso de la República, que le permite regular los procedimientos judiciales y administrativos. Adicionalmente la Sala identificó cuatro límites de esa facultad configurativa, precisados entre otras, en la Sentencia C-319 de 2013, siendo estos
: (i) la fijación directa, por parte de la Constitución, de determinado recurso o trámite judicial; (ii) el cumplimiento de los fines esenciales del Estado y particularmente de la administración de justicia; (iii) la satisfacción de principios de razonabilidad y proporcionalidad; y (iv) la eficacia de las diferentes garantías que conforman el debido proceso y el acceso a la administración de justicia. La norma demandada respeta dichos límites.

11.3. En segundo término, la Corte verificó los derechos que el demandante señaló como violados. Respecto de la libertad personal, la Corporación señaló que se trata de un principio y derecho fundamental, que para su protección cuenta con las garantías de la reserva legal y la reserva judicial, precisando que las medidas privativas de la libertad son de carácter excepcional y de interpretación restrictiva. En lo que tuvo que ver con el debido proceso, se afirmó que de conformidad con la jurisprudencia de la Corte Interamericana
 y de la Corte Constitucional
, el derecho al recurso judicial efectivo supone la existencia de mecanismos procesales accesibles y eficaces que permitan el control y la revisión de las decisiones judiciales, cuando los afectados consideren vulnerados sus derechos. Finalmente y en relación con la presunción de inocencia, la Sala determinó desde su jurisprudencia
, que se trata de un principio constitucional, un derecho fundamental y una de las garantías del debido proceso, de acuerdo con la cual, la persona sometida a proceso penal deberá ser tratada como inocente mientras no se demuestre lo contrario, a través de un proceso en el que se le haya declarado judicialmente responsable mediante sentencia ejecutoriada.

11.4. Finalmente se procedió a la solución del caso, para lo cual la Corporación afirmó que la interpretación hecha por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, según la cual el fallo condenatorio consiste en un acto jurídicamente complejo dentro del sistema acusatorio adoptado por la Ley 906 de 2004, es constitucionalmente consistente, en el sentido de integrar como una unidad conceptual el anuncio del sentido del fallo y el texto de la sentencia condenatoria que se emitirá después, lo que no excede los límites del amplio espacio de configuración del legislador para el establecimiento de los procedimientos judiciales.

11.5. En lo que tuvo que ver con el cargo de violación del derecho a la libertad personal, la Sala encontró que la orden de privación de la libertad establecida por el artículo 450 del Código de Procedimiento Penal respeta las garantías de la reserva judicial, la reserva legal y el carácter excepcional de las medidas privativas de la libertad, pues se trata de una medida que únicamente ocurre en el primer momento del acto jurídicamente complejo en que consiste la sentencia condenatoria. Para el efecto se precisó, que respecto de la necesidad de la detención, el inciso segundo del artículo 450 demandado debe asumirse en relación con los artículos 54 y 63 del Código Penal, que establecen los criterios y reglas para la determinación de la punibilidad y los mecanismos sustitutivos de la pena privativa de la libertad, y no con los criterios que deben ser considerados al decretar la medida de aseguramiento.

Igualmente consideró la Sala que esa orden de detención tampoco viola las garantías del debido proceso, pues el afectado cuenta con medios de control adecuados, como son la declaratoria de nulidad del sentido del fallo y de la orden de detención, y el recurso de apelación sobre la sentencia, en virtud del cual podrán ser impugnadas tanto la privación de la libertad, como la declaratoria de responsabilidad penal. Dentro de esta misma perspectiva se concluyó también, que la norma demandada no viola la presunción de inocencia, pues la detención excepcional que se ordena al anunciar el sentido del fallo, constituye una restricción de la libertad dictada por motivos de necesidad, en los términos antedichos.

11.6. Como cuestión final la Corte reiteró que el juez de conocimiento tiene la obligación de evaluar todas las circunstancias relacionadas con el caso y la conducta desarrollada por el acusado, velando por la integridad de sus derechos fundamentales y la vigencia del principio pro libertate
. Por lo mismo, el funcionario debe asumir rigurosamente, que la privación de la libertad es excepcional y que más aún debe serlo la privación de la libertad intramural, por lo cual y de conformidad con la doctrina reconocida por la Corte, “las autoridades deben verificar en cada caso concreto la procedencia de los subrogados penales como la prisión o detención domiciliaria, la vigilancia electrónica y la libertad provisional, pues éstas desarrollan finalidades constitucionales esenciales en el Estados Social de Derecho”
. (Subrayas ex texto)

7.2.7 En atención a las consideraciones antes mencionadas debe decirse que en este evento no podrían aducirse las razones mencionadas en el artículo 308 del CPP, que se relacionan con la imposición de una medida de aseguramiento, para ordenar la captura inmediata del procesado, quien se encuentra en libertad, ya que los supuestos de esa norma están relacionados con situaciones previstas en los numerales 1º a 3º  de esa norma así : 1. “ Que la medida de aseguramiento se muestre como necesaria para evitar que el imputado obstruya el debido ejercicio de la justicia 2. Que el imputado constituya un peligro para la seguridad de la sociedad o de la víctima “3. Que resulte probable que el imputado no comparezca al proceso o que no cumplirá la sentencia”.
7.2.8 En ese orden de ideas como en el precedente citado se reafirma el carácter excepcional de la privación de la libertad, debe evaluarse una circunstancia puntual c-omo la comparecencia del señor DFEM a las diversas audiencias del proceso,  por lo cual siguiendo los términos de la sentencia C-342 de 2017, al evaluar: “...todas las circunstancias relacionadas con el caso y la conducta desarrollada por el acusado, velando por la integridad de sus derechos fundamentales y la vigencia del principio pro libertate”, se considera que en el presente caso no resulta indispensable ordenar de manera inmediata la privación de la libertad del incriminado, la cual tiene carácter excepcional según el precedente mencionado, por lo cual su eventual detención a efectos de que descuente la pena impuesta, solo se hará efectiva al cobrar ejecutoria la presente decisión. En consecuencia la orden de captura para que el señor DFEM cumpla la pena impuesta, bajo el régimen de prisión domiciliaria solo se expedirá una vez adquiera firmeza esta decisión. Una vez se haga efectivo ese mandamiento, el procesado garantizará la permanencia en su domicilio con caución juratoria, para lo cual suscribirá la diligencia ordenada en el artículo 65 del C.P.

Con base en lo expuesto en precedencia,  la Sala de Decisión Penal del TS de Pereira, administrando justicia en nombre de la Republica y por autoridad de la Ley,

RESUELVE:
PRIMERO:
CONFIRMAR PARCIALMENTE la sentencia del 12 de septiembre de 2016 del Juzgado Primero Promiscuo Municipal de Belén de Umbría, en la cual se condenó al señor Diego Fernando Espinosa Marín, como  responsable del delito de inasistencia alimentaria (Articulo 233 C.P.).

SEGUNDO: SE MODIFICA el numeral tercero del fallo mencionado en el sentido de conceder al procesado la prisión domiciliaria, conforme a lo explicado en el apartado número 7 de esta decisión, bajo caución juratoria para lo cual deberá suscribir la  diligencia de compromiso que prevé el artículo 65 del C.P. La respectiva orden de captura se expedirá en el momento en que esta decisión cobre ejecutoria, conforme  a lo explicado en los  ítems  7.2.6 a 7.2.8 de esta decisión.
TERCERO:
Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso de casación.

CÓPIESE, NOTÍFIQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
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� Sentencia C-1195 de 2001 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa y Marco Gerardo Monroy Cabra, consideración jurídica No. 4.3, citando la Sentencia T-268 de 1996. M.P. Antonio Barrera Carbonell 


� Sentencia C-003 de 2017 M.P. Aquiles Arrieta Gómez, consideración jurídica No. 3.1.1 


� Alrededor de la vigencia de este principio en materia penal se han referido entre otras las sentencia T-401 de 1992 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz, C-070 de 1996 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz y C-788 den 2002 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa, T-909 de 2011 M.P. Juan Carlos Henao Pérez. 


� Sentencia T-276 de 2016 M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, consideración jurídica No. 2.5.1.3. 
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